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Con todos los problemas que existen en el SNS
como el de las Cualificaciones profesionales de
Auxiliares de Enfermería y Técnicos Superiores, la nega-
tiva a hacer efectivo el derecho a la jubilación anticipada
a los trabajadores y las trabajadoras del SNS con-
templada en una Ley, el Estatuto Marco, el proyecto de
Real Decreto de especialidades en Ciencias de la Salud,
el desarrollo del RD de especialidades de Enfermería y
la falta de profesionales sobre todo médicos y enferme-
ras, la Ministra de Sanidad y Consumo es incapaz de
abordar ninguno de ellos a pesar de que son de su
exclusiva responsabilidad.

Uno de los incumplimientos más graves: la no exis-
tencia del estudio que debería haberse presentado en el
mes de julio del año 2005 sobre necesidades de
Médicos, para poder cumplir la moratoria en la aplica-
ción de lo legislado en el Estatuto Marco para la aplica-
ción de la directiva de tiempo de trabajo, y para evitar la
escasez de profesionales en nuestro país, que está
obligando al conjunto de los servicios de salud a con-
tratar profesionales extracomunitarios con lo que esto
supone, en primer lugar, para la calidad asistencial ya
que, en muchos casos, sus estudios no son homologa-
bles en el ámbito de la Unión Europea y, en segundo
lugar, de descapitalización de los precarios servicios de
salud de los países de origen de estos profesionales. 

Hace unos días el Ministerio anunció que el estudio
sobre necesidades de profesionales lo va a encargar a
una consultora y, mientras tanto, se ha desaprovechado
otra oportunidad ya que el día 20 de enero se realizó la
prueba para acceder a la formación MIR, a la que han
acudido 20.000 licenciados en medicina para ocupar
6.000 plazas. Este era el momento para aumentar el
máximo posible el número de plazas en formación para
paliar, no de forma inmediata pero sí a medio plazo, la

escasez de profesionales que tardan entre tres y cinco
años en obtener el título de especialistas.

Esta carencia de especialistas afecta al sector público y
al sector privado y, sin duda, pone en riesgo la calidad
en la puesta en funcionamiento de todos los servicios
vinculados a la Ley de Dependencia y Autonomía
Personal ya que, inicialmente, se va a cubrir el derecho
a la atención de los grandes dependientes que en
muchos casos necesitan personal sanitario de apoyo.

La falta de voluntad de la Ministra es más que evi-
dente por los temas concernidos, pero además, ha pues-
to de manifiesto su desprecio por los espacios de inter-
locución social con las organizaciones sindicales. Prueba
de ello es que desde el mes de febrero del 2.006 no se
reúne el Foro Marco para el Diálogo Social, a pesar de
las solicitudes que reiteradamente hemos realizado
desde CCOO y otras organizaciones sindicales. 

Durante estos dos años y medio de gobierno la
Ministra se ha centrado en dos cuestiones: 

La primera, la aprobación de una ley de farmacia
mucho más regresiva que la aprobada por el gobierno
del PP y que sitúa a nuestro sistema sanitario con serios
problemas de sostenibilidad, tal y como hemos reflejado
en un documento que comparaba los costes de distribu-
ción en Europa (2%), con los costes en España (9%), una
clara concesión a las cooperativas farmacéuticas que
son las que operan en nuestro país como una mafia, o
los márgenes de las oficinas de farmacia en Europa (5%)
y en España (17%). Si a esto sumamos los márgenes de
la industria y analizamos los últimos datos de crecimien-
to del coste farmacéutico en nuestro país, casi el 35% del
gasto sanitario es gasto farmacéutico con una espiral de
crecimiento incontrolable. 

La segunda, una política centrada no en la regula-
ción de derechos, que sería lo que le correspondería a
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la Ministra  de Sanidad y Consumo, sino en la regula-
ción de prohibiciones.

Mientras, sigue sin abordarse lo legislado en la Ley
de Cohesión y Calidad del SNS en cuanto a parámetros
de calidad equiparables en el SNS, derechos de la ciu-
dadanía, fondo de cohesión o la necesaria coordina-
ción, tal y como regula esta ley entre el sector sanitario
y socio sanitario, tan necesaria antes de la puesta en
marcha de la ley de atención a la dependencia para
que no se siga excluyendo, como ocurre ahora, de la
atención por parte del SNS de la ciudadanía cuando
ingresan en una residencia.

En los últimos dos años, desde la firma del docu-
mento de Buitrago por una serie de organizaciones
sindicales (CCOO, CSIF y USCAL) y asociaciones cien-
tíficas (SEMFYC, Sociedad Española de Pediatría,
Asociación para la Defensa de la Sanidad Pública,
Sociedad Española de Medicina General, OMC etc.), se
constituye la Plataforma Diez Minutos, que tiene como
objetivo la aplicación en la Atención Primaria del
compromiso de Buitrago, centrado en la mejora de este

nivel asistencial en la línea de lo defendido histórica-
mente por CCOO.

El compromiso de Buitrago, el incremento presu-
puestario para la Atención Primaria de salud, la modifi-
cación del decreto que regula las cartillas mínimas ads-
critas a los profesionales, la reivindicación de la receta
múltiple para facilitar el trabajo de los profesionales,
medidas claras en la actuación de la gestión de la IT
para evitar que recaiga exclusivamente en las Mutuas,
la demanda de una reunión monográfica del Consejo
Interterritorial del SNS sobre el compromiso de las
Administraciones Públicas con la Atención Primaria, la
racionalización de la agenda asistencial para poder
abordar los trabajos con la comunidad en educación
para la salud y prevención y el incremento de fondo
destinados a la formación continua de los profesiona-
les. El incumplimiento de estas demandas es lo que nos
ha llevado a convocar dos jornadas de huelga: el día
10 de abril y el 10 de mayo, que tienen como objetivo
poner la apuesta por la Atención Primaria en la agenda
política de nuestro país.
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